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			PRESENTACIÓN

			En el verano de 2014 se publicaron los volúmenes I y II de unas Lecciones de Derecho Administrativo con las que, según indicaba en su Presentación, numerosos Profesores de la Universidad de Sevilla, retomando el esfuerzo realizado durante muchos años en su Departamento de Derecho Administrativo, pretendíamos ofrecer a nuestros alumnos un material básico para el estudio de los contenidos fundamentales de la disciplina.

			El paso dado, en ese momento, era importante pero el proyecto no podía considerarse culminado. Esos volúmenes no abarcaban todos los contenidos de las asignaturas troncales de Derecho Administrativo de acuerdo con el Plan de Estudios del Grado en Derecho, y otros Grados conjuntos, vigente en nuestra Universidad. Pero, sobre todo, en ellos faltaban compañeros implicados y comprometidos con el proyecto y que, por diferentes razones, no habían participado en las anteriores Lecciones.

			Con el Volumen III que vio la luz en el verano de 2015 y que fue objeto de una segunda edición en enero de 2017, vino a satisfacerse ese doble objetivo anhelado durante tanto tiempo. De una parte, se completa la exposición de la materia, y de otra, esta obra colectiva contaba ya con la participación de todos los Catedráticos y Profesores titulares de Universidad que integramos el Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Sevilla. La experiencia acumulada en estos años nos ha llevado a extraer de estas Lecciones la materia relativa a la Ordenación del territorio y el Derecho Urbanístico, dotándola así de la independencia que, sin duda, tiene y merece. De esta forma, presentamos, por una parte, un Manual básico de Derecho Urbanístico del que es autor el profesor José Luis Rivero Ysern; y, por otra, las Lecciones relativas a la regulación económica y el medio ambiente, susceptibles, quizás, de ser también separadas en un futuro próximo.

			Por lo demás, no me queda sino repetir ideas ya expuestas en la Presentación de los distintos volúmenes que integran esta obra. Ante todo, debo insistir en que estas Lecciones carecen de toda pretensión dogmática, surgen con el más limitado aunque fundamental propósito de ofrecer a nuestros alumnos unos temas que acierten a exponer de un modo sintético y didáctico los fundamentos básicos del Derecho Administrativo, el contenido mínimo imprescindible que deben conocer a fin de superar la asignatura correspondiente. Por otra parte, debo indicar —lo que en este volumen se hace particularmente necesario a pesar de la separación efectuada— que la distribución de materias entre las distintas partes de esta obra, ya completa, viene determinada por los propios Planes de Estudios vigentes en la Universidad de Sevilla. Es probable que una previa reflexión de sus autores desde criterios exclusivamente científicos hubiera llevado a un resultado diferente.

			Finalmente deseo reiterar a los autores de estas Lecciones de Derecho Administrativo mi satisfacción por compartir con ellos este trabajo y mi agradecimiento por su colaboración y ayuda. Como señalé en la Presentación de la primera edición, este Volumen III viene a culminar un proyecto colectivo de los Profesores de Derecho Administrativo de la Universidad de Sevilla que expresa la unidad y cohesión que siempre nos ha caracterizado, convencidos, como estamos, del éxito del trabajo en equipo y del progreso al que siempre conduce el esfuerzo conjunto.

			CONCEPCIÓN BARRERO RODRÍGUEZ

			Sevilla, octubre de 2017
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			LECCIÓN 1

			LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA

			ENCARNACIÓN MONTOYA MARTÍN

			Catedrática de Derecho Administrativo

			Universidad de Sevilla

			SUMARIO: I. ORIGEN Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA. 1. Del Estado abstencionista al Estado intervencionista. 2. La privatización y sus manifestaciones: liberalización y desregulación. A) La privatización como adelgazamiento del sector empresarial público a través de la enajenación total o parcial de empresas públicas. B) Privatización formal o falsa privatización: adopción de formas jurídicas propias del Derecho privado. C) Privatización o liberalización: devolución de actividades y sectores a la iniciativa privada. D) La desregulación. 3. La regulación. II. LA CONSTITUCIÓN ECONÓMICA. III. LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN MATERIA ECONÓMICA. EL PRINCIPIO DE UNIDAD DE MERCADO. 1. La distribución de competencias económicas entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia económica. A) Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica: el artículo 149.1.13.ª CE. B) El principio de unidad de mercado. La Ley de Garantía de la Unidad de Mercado. 2. La defensa de la competencia. A) Concepto de defensa de la competencia. B) Distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia de defensa de la competencia. a) La necesidad de mecanismos de coordinación y el establecimiento de puntos de conexión. b) Mecanismo de resolución de conflictos. c) Mecanismo de colaboración, coordinación y de información. 3. El principio de estabilidad presupuestaria como principio del orden económico constitucional competencia del Estado. IV. LA INTEGRACIÓN DE ESPAÑA EN LA UNIÓN EUROPEA. EL ORDEN ECONÓMICO DE LA UNIÓN EUROPEA. V. HACIA UNA ECONOMÍA CIRCULAR. BIBLIOGRAFÍA BÁSICA.

			I. ORIGEN Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA

			Hay que hacer notar que en todos los tiempos ha existido un cierto grado de intervención de los gobernantes en la economía. Sin embargo, obviando remontarse a etapas más antiguas, vamos a situarnos como punto de arranque en el Estado de Derecho que nace con la Revolución francesa (1789). Como es sabido, el Estado de Derecho significó la división del poder en poder legislativo, ejecutivo y judicial, así como la sujeción del poder al Derecho.

			1. DEL ESTADO ABSTENCIONISTA AL ESTADO INTERVENCIONISTA


			El Estado de Derecho supuso asimismo la consagración de la denominada garantía patrimonial, que tenía como presupuesto la sacralización del derecho de propiedad privada. La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1793 votada por la Convención Nacional el 23 de junio de 1793, e incorporada como preámbulo a la Constitución de 24 de junio de 1793, proclama como derechos sagrados e inalienables en el artículo 16:

			El derecho de propiedad es el que pertenece a todo ciudadano para disfrutar y disponer a su gusto de sus bienes, de sus ingresos, del fruto de su trabajo y de sus industrias.

			A continuación se va a exponer sucintamente las fases del intervencionismo del Estado en la economía.

			Primera fase: el Estado abstencionista. El Estado de Derecho nace también como un Estado abstencionista a través de la teoría de la mano invisible, formulada por Adam Smith en 1776 en su obra La riqueza de las naciones. Su célebre obra sistematiza de manera científica las bases del capitalismo moderno. Según la tesis central de La riqueza de las naciones, la clave del bienestar social está en el crecimiento económico, que se potencia a través de la división del trabajo y la libre competencia. Por su parte, ADAM SMITH considera la libre competencia como el medio más idóneo de la economía, afirmando que las contradicciones engendradas por las leyes del mercado serían corregidas por lo que él denominó «la mano invisible» del sistema. Una particularidad de la obra es el planteamiento de que, gracias a la apelación al egoísmo de los particulares, se logra el bienestar general.

			La frase Laissez faire et laissez passer, le monde va de lui même, «Dejen hacer, dejen pasar, el mundo va solo», alude a una completa libertad en la economía: libre mercado, libre manufactura, bajos o nulos impuestos, libre mercado laboral y mínima intervención de los gobiernos. ADAM SMITH desempeñó un papel muy importante en la popularización de las teorías económicas del laissez-faire, siendo considerado el padre de las teorías del libre mercado. La idea principal de estas teorías era la no injerencia de los Estados en asuntos económicos. Según ADAM SMITH, había una mano invisible que guiaba a la economía capitalista por la cual la suma de los egoísmos individuales repercutiría en beneficio de toda la sociedad y el desarrollo de la economía. Las regulaciones sociales, desde este punto de vista, resultaban poco deseables. Según esta doctrina, los individuos, actuando independientemente y guiados por sus propios intereses, encontrarán las mejores formas de organización económica para maximizar la riqueza, no sólo individual, sino también la de toda la sociedad.

			Segunda fase: el Estado liberal avanzado. Se produjeron tres fenómenos que dieron lugar al tránsito del Estado liberal abstencionista al Estado liberal avanzado: la Revolución industrial; las grandes concentraciones urbanas a causa del éxodo del campo a la ciudad y, por último, los avances de la ciencia y de la técnica.

			La Revolución industrial se inició en la segunda mitad del siglo XVIII En Gran Bretaña, se extendió unas décadas después a gran parte de Europa occidental y Estados Unidos, y concluyó entre 1820 y 1840.

			Con los avances de la ciencia y de la técnica aparecen nuevas necesidades colectivas en un nuevo entorno urbano y nuevas posibilidades de satisfacer tales necesidades, como por ejemplo, el alumbrado público por gas. De manera que el Estado liberal, queriendo mantener el dogma de la no intervención directa del Estado en la economía, crea nuevas técnicas jurídicas en virtud de las cuales van a ser los municipios las primeras Administraciones que van a asumir un papel de prestadores directos de actividades y servicios. La técnica jurídica que lo posibilita fue la concesión de servicios. El Estado designa concesionarios a los municipios, que de esta manera prestarán directamente servicios e incluso desarrollarán actividades industriales.

			Tercera fase: el Estado intervencionista, como consecuencia de la consagración del Estado social de Derecho o Estado del bienestar (la noción actual de «Estado del bienestar» corresponde al término inglés Welfare State —del que es traducción literal—, cuyo uso quedó acuñado a partir de 1945, en la postguerra de la Segunda Guerra Mundial), y que alude a un reparto más equitativo de los beneficios y de la riqueza entre toda la población con objeto de evitar el malestar social que llevó a las sociedades europeas a la Segunda Guerra Mundial. La expresión económica del Estado del bienestar fue el pacto keynesiano que durante la postguerra pretendía un desarrollo económico equilibrado socialmente, así como el pleno empleo. En la aparición del Estado social confluyen, a su vez, varios factores. Por una parte, el movimiento ideológico del socialismo unido al surgimiento de una nueva clase social, el proletariado. Por otra parte, y desde una perspectiva filosófica, también pueden encontrarse claros antecedentes en el siglo XIX destacando entre los autores a LORENZ VON STEIN. En 1850 el autor publicó su Historia de los movimientos sociales franceses desde 1789 hasta el Presente en el cual introduce el término «movimiento» al vocabulario académico. El autor entiende un Movimiento Social como, básicamente, una aspiración de sectores sociales (clases) de lograr influencia sobre el Estado, debido a las desigualdades en la economía. Por ejemplo, la aspiración del proletariado de lograr representación en los sistemas de gobierno. VON STEIN analizó la estructura del Estado y delineó una interpretación económica de la historia que incluye conceptos tales como clases, proletariado y lucha de clases, pero rechazó la revolución como solución, a diferencia de Marx. La solución, en su opinión, no es otra revolución, que sólo implicaría la imposición de los intereses de otra clase sobre los de la sociedad en su conjunto, sino un Estado que esté por encima de los intereses de todas las clases o sectores sociales. Ese Estado (concretizado en una «Monarquía social») actuaría en el interés común, introduciendo las reformas necesarias para evitar el desorden y la confrontación social. En definitiva, propugna que no puede seguir manteniéndose una neta separación entre el Estado y la sociedad. Al contrario, para evitar las revoluciones sociales el Estado debía inmiscuirse en la sociedad.

			De manera más próxima, las circunstancias que desencadenan la consagración del Estado intervencionista son la crisis económica de 1929 (la Gran Depresión) y las situaciones de necesidad que aparecen como consecuencia de las Primera y Segunda Guerras Mundiales. La primera formulación constitucional del Estado del bienestar se halla en la Constitución alemana de Weimar de 1919, siendo consagrada de manera acabada en la Constitución de Bonn de 1949. A su vez, como teóricos destacados del Estado social en Alemania, hay que citar a FORSTHOFF con su teoría de la «procura existencial». Según FORSTHOFF, corresponde al Estado atender a todas las necesidades esenciales de los ciudadanos, lo que se traduce en una llamada a la configuración positiva de la sociedad y en la asunción por la Administración de la prestación de toda clase de servicios y actividades.

			2. LA PRIVATIZACIÓN Y SUS MANIFESTACIONES: LIBERALIZACIÓN Y DESREGULACIÓN


			A partir de la década de los ochenta y en gran medida auspiciadas por las políticas liberalizadoras impulsadas desde la Unión Europea y sus principios de mercado y libre competencia asistimos a una fuerte oleada de privatizaciones, que provoca importantes transformaciones en el papel del Estado y de la Administración y que responden al lema «más mercado y menos Estado». No obstante, con carácter preliminar es imprescindible clarificar las diversas acepciones de los términos privatización y liberalización como fenómenos que han incidido también en el proceso de reestructuración del sector público. Es necesario pues clarificar el término privatización y sus diferentes manifestaciones, advirtiendo que todas ellas se producen simultáneamente aunque con distinto grado de intensidad.

			A) La privatización como adelgazamiento del sector empresarial público a través de la enajenación total o parcial de empresas públicas


			En esta primera acepción la privatización tiene por objeto la reducción del sector empresarial público a través de la enajenación total o parcial de acciones o participaciones en las empresas públicas. Con este significado se situaba ya la definición de privatización dada en el punto quinto por el Acuerdo sobre Programa de Modernización del Sector Empresarial de Estado de 28 de junio de 1996, acuerdo programático adoptado por el Partido Popular poco tiempo después de la inauguración de la VI Legislatura y en el que se anunciaba el proyecto del Gobierno de desmantelar el sector empresarial público del Estado:

			A los efectos de este acuerdo se entiende por privatización la transferencia total o parcial de la propiedad de empresas, participaciones en el capital de sociedades, acciones, activos o unidades de negocio y, en todo caso, cuando las mismas supongan para el sector público estatal la pérdida de la influencia decisiva en la empresa de que se trate.

			Hay que subrayar que no existe una ley que regule el marco general de los procesos de privatización de empresas públicas en nuestro ordenamiento jurídico. No obstante, por Acuerdo del Consejo de Ministros de 28 de junio de 1996, en el que se establecían las Bases del Programa de Modernización del Sector público Empresarial del Estado, se crea el Consejo Consultivo de Privatizaciones (CCP). Se trata de un órgano de asesoramiento del Gobierno de España en materia de privatizaciones de empresas públicas, así como en aspectos relacionados con su eficiencia. Ejerce sus funciones en las operaciones de privatización de las empresas públicas estatales o bien mediante informes solicitados por el Gobierno relacionados con empresas públicas. Las funciones del CCP son las siguientes:

			— Informar sobre todas las operaciones concretas de privatización que los agentes gestores deben someter a su consideración y al objeto de que dictamine si el proceso de privatización y la propuesta concreta de venta se acomoda a los principios de publicidad, transparencia y libre concurrencia. El dictamen se produce ex ante a la aprobación del Consejo de Ministros.

			— Informar sobre cuantas cuestiones sean planteadas por el Gobierno, la Comisión Delegada del Gobierno para asuntos económicos o los Agentes Gestores durante el desarrollo de las privatizaciones.

			En la mayoría de los países de nuestro entorno existen órganos con funciones parecidas y que presentan características similares (Francia, Italia, Alemania y Portugal). En el caso británico el National Audit Office realiza un control ex post.

			Como ejemplo particular de esta manifestación de privatización hay que citar la Ley 5/1995, de 23 de marzo, de enajenación de participaciones públicas en determinadas empresas. La Ley persigue mantener el control administrativo sobre empresas públicas que se han privatizado a través de la autorización administrativa previa o también conocido como «acción de oro» o «golden share». El mecanismo de la acción de oro es un invento británico llevado a cabo con la función de servir de instrumento de control estatal en las empresas privatizadas a partir de la década de los ochenta del siglo pasado.

			Se sujetaron al régimen de autorización administrativa previa regulada en la Ley 5/1995 como consecuencia de su privatización total o parcial: Repsol, SA y determinadas sociedades de su grupo justificado por su carácter estratégico (RD 3/1996, de 15 de enero, vigencia 10 años); Telefónica, SA y Telefónica móviles, SA (RD 8/1997, de 10 de enero, justificada en su condición de concesionaria de un servicio esencial de comunicación de titularidad estatal y reservada al sector público), Corporación Bancaria de España, SA (Argentaria) (RD 40/1998, de 16 de enero, justificado en la necesidad de asegurar que la Corporación contribuya a garantizar un adecuado nivel de competencia en el mercado financiero); Tabacalera, SA (RD 552/1998, de 2 de abril), justificado en la necesidad de asegurar que la empresa mantenga la unidad de su proyecto empresarial como entidad independiente y que afronte el proceso de liberalización del mercado de tabaco de forma autónoma y sin sometimiento a tensiones, y salvaguardar en este futuro mercado liberalizado las condiciones de competencia efectiva ); Endesa, SA y determinadas sociedades de su grupo (RD 929/1998, de 14 de mayo, modificado por RD 1.113/1999, de 25 de junio, fundado en la necesidad de asegurar la continuidad empresarial del grupo en atención al carácter estratégico de sus actividades); Indra Sistemas, SA (RD 482/1999, de 18 de marzo, justificado en la consideración de actividades estratégicas al servir a la defensa nacional).

			Este instrumento ha sido utilizado por los demás países europeos con diversa denominación y similar finalidad. Esta cuestión ha sido objeto de enjuiciamiento por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea al plantear su compatibilidad con la libertad de circulación de capitales y la libertad de establecimiento [entre las primeras sentencias del TJCE: de 4 de junio de 2002, Comisión/Portugal (C-367/98); de 4 de junio de 2002, Comisión/Francia (C-483/ 99); de 4 de junio de 2002, Comisión/Bélgica (C-503/99) y de 13 de mayo de 2003, Comisión/España (C-463/00), sentencia 8 de julio de 2010, Comisión/Portugal (C171/08)].

			El artículo 63 TFUE (antiguo art. 56.1 CE) establece la libre circulación de capitales entre Estados miembros y entre Estados miembros y países terceros. A tal efecto, el Tratado ordena que quedan prohibidas todas las restricciones a los movimientos de capitales entre Estados miembros y entre Estados miembros y países terceros. Una inversión directa en forma de participación en una empresa mediante la posesión de acciones, así como la adquisición de títulos en el mercado de capitales, constituyen movimientos de capitales en el sentido del artículo 63 TFUE. Asimismo, la inversión directa, en particular, se caracteriza por la posibilidad de participar de manera efectiva en la gestión y control de una sociedad.

			La libre circulación de capitales sólo puede limitarse por una normativa nacional si ésta se halla justificada en razones imperiosas de orden público o de interés general ex artículo 65.1 TFUE (antiguo art. 58.1 TCE) que se apliquen sin discriminación a cualquier persona o empresa. Además para que pueda justificarse de esta manera, la normativa nacional debe ser adecuada para garantizar la realización del objetivo que persigue y no ir más allá de lo necesario para alcanzarlo, a fin de respetar el principio de proporcionalidad (STJCE, Comisión contra Francia, de 4 de junio de 2002).

			El Tribunal de Justicia afirma que una normativa que limita la adquisición de participaciones constituye una restricción a la libre circulación de capitales aunque no sea discriminatoria, es decir, que se aplique a nacionales y a nacionales de otros Estados miembros (STJCE de 4 de junio de 2002, Comisión contra Portugal).

			En la STJCE de 13 de mayo de 2003, Comisión contra Reino de España, el Tribunal declara que con carácter excepcional el Tratado admite la posibilidad de introducir restricciones a la libre circulación fundadas en razones de orden o de seguridad que han de estar suficientemente justificadas. Un régimen de autorización administrativa previa como el controvertido debe ser proporcionado respecto al fin perseguido, de forma que no pueda alcanzarse el mismo objetivo con medidas menos restrictivas, en particular, mediante un sistema de declaraciones a posteriori. Este régimen debe basarse en criterios objetivos, no discriminatorios y conocidos de antemano por las empresas interesadas y cualquier persona afectada por una medida restrictiva de este tipo debe poder disponer de un medio de impugnación jurisdiccional.

			En el caso de España, el Tribunal de Luxemburgo declara que ni Tabacalera ni la Corporación Bancaria de España (Argentaria) constituyen entidades destinadas a prestar servicios públicos. En cuanto a Repsol (sector petróleo), Telefónica, SA (telecomunicaciones) y Endesa (electricidad), no puede negarse que el objetivo de garantizar, en caso de crisis, la seguridad del abastecimiento de tales productos o la prestación de tales servicios en el territorio del Estado miembro puede constituir una razón de seguridad pública (véase caso Comisión/Bélgica), de modo que puede eventualmente justificar un obstáculo a la libre circulación de capitales. No obstante, el Tribunal también ha declarado que las exigencias impuestas por la seguridad pública deben, por ser una excepción al principio fundamental de libre circulación de capitales, interpretarse en sentido restrictivo. Por tanto, la seguridad pública sólo puede invocarse en caso de que exista una amenaza real y suficientemente grave que afecte a un interés fundamental de la sociedad.

			El Tribunal de Luxemburgo afirma que el régimen controvertido va más allá de lo necesario para alcanzar el objetivo invocado por el Gobierno español, es decir, la prevención de dificultades en el abastecimiento de productos petrolíferos y de electricidad, así como en la prestación de servicios de telecomunicaciones porque la Administración dispone en la materia una facultad discrecional especialmente amplia, que menoscaba gravemente la libre circulación de capitales y que incluso puede reducirla a la nada.

			La condena de España provocó que por disposición adicional vigésimo quinta de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social, se procediera a la reforma de la Ley 5/1995 para adecuarse al Derecho comunitario. Las principales modificaciones consistieron en sustituir el régimen de autorización previa por un deber de notificación a posteriori y en la regulación de unos criterios de decisión del órgano competente para oponerse mediante resolución motivada al acto o acuerdo notificado tales como «la existencia de riesgos significativos o efectos negativos, directos o indirectos, sobre las actividades desarrolladas por las empresas, con el fin de garantizar la adecuada gestión y prestación de los servicios por las mismas». Mas el exceso de discrecionalidad del que seguía adoleciendo el régimen de comunicación a posteriori instaurado provocó que ante la amenaza de la Comisión Europea de interponer otro recurso finalmente por Ley 13/2006, de 26 de mayo, se derogara el régimen de la acción de oro instaurado por la Ley 5/1995, de 23 de marzo.

			Por último, hay que señalar que la crisis económica desencadenada en 2008 ha traído consigo un proceso de racionalización y reorganización del sector público. A partir del Acuerdo de racionalización del sector público empresarial del Estado adoptado el 30 de abril de 2010 como respuesta a los objetivos fijados en el «Plan de acción inmediata 2010» y el «Plan de austeridad de la Administración General del Estado 2011-2013» y en el compromiso asumido por el Gobierno en la actualización del Plan de Estabilidad enviado a Bruselas. Los ejes del Acuerdo giran en torno a tres tipos de actuaciones: operaciones de fusión y extinción; reducción del número de consejeros en los consejos de administración y ajuste y amortización de puestos directivos. Sin embargo, y como ha puesto de manifiesto la doctrina (MONTOYA MARTÍN), hasta la fecha en puridad las medidas adoptadas responden a la idea de la reordenación y reorganización exclusivamente desde la vertiente de la reducción del déficit, y, en particular, del adelgazamiento del sector público, tema sobre el que volveremos más ampliamente en la Lección 3 al estudiar el régimen jurídico de la empresa pública. Baste aquí citar como ejemplos de este fenómeno privatizador la Disposición Adicional 9.ª «Redimensionamiento del sector público local» de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y sostenibilidad de la Administración local, y en el ámbito autonómico la pionera Ley 1/2011, de 17 de febrero, de reordenación del sector público de Andalucía.

			B) Privatización formal o falsa privatización: adopción de formas jurídicas propias del Derecho privado


			Hace referencia a la privatización de las formas jurídicas o en palabras de ARIÑO ORTIZ, falsa privatización, es decir a la adopción por la Administración de formas jurídicas de Derecho privado para llevar a cabo la prestación de actividades y servicios (en particular sociedades mercantiles y fundaciones). No conlleva una reducción o adelgazamiento del sector público ni tampoco una devolución de la titularidad de actividades y servicios a la iniciativa privada, sino simplemente a la adopción por la Administración de formas de organización y de gestión propias del Derecho privado.

			Aquí se suscita el problema del control de la discrecionalidad de la Administración en la elección de las formas jurídicas y los posibles límites a dicha libertad. La privatización formal concita algunos problemas de legalidad constitucional, entre otros, en materia de contratación, personal o responsabilidad patrimonial, por citar algunos ejemplos. Es lo que la doctrina ha denomina huida del Derecho administrativo. No obstante, hay que recordar que el propio ordenamiento jurídico ha señalado tradicionalmente un límite a la libertad de elección de formas: el concepto de potestad pública o de ejercicio de autoridad (art. 43.1 Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones locales, RSCL de 1955; art. 2.2 Ley 30/1992, de 26 de noviembre; Disp. Adic. 12.ª LOFAGE, y art. 9.2 Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, EBEP).

			Así, por ejemplo, la Ley 50/2002, de Fundaciones, de 26 de diciembre, tiene un Título XI dedicado a la regulación de las Fundaciones del sector público. En el ámbito sanitario podemos citar el artículo 111 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales administrativas y del orden social, relativo a las fundaciones públicas sanitarias, desarrollado por el RD 29/2000, de 24 de febrero.

			
C) Privatización o liberalización: devolución de actividades y sectores a la iniciativa privada


			Constituye una transformación más profunda, pues implica la devolución de la titularidad de actividades y sectores a la iniciativa privada en un proceso de «despublicatio» o «des-demanialización». Se trata de un proceso inverso a la publicatio o reserva de recursos y servicios esenciales que regula el artículo 128.2 CE segundo inciso. Esta manifestación de la privatización suele denominarse liberalización. Podemos citar como ejemplos los servicios postales (Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal); servicios portuarios (Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante) o las telecomunicaciones (Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones).

			La liberalización ha traído consigo transformaciones importantes en el papel a desempeñar por la Administración y en el propio Derecho administrativo. La redefinición del papel de la Administración como regulador o garante de la prestación o actividad en niveles adecuados de continuidad, libre concurrencia y estándares de calidad. En definitiva, la Administración pasa de ser un ente prestador de actividades y servicios a ser un ente regulador o supervisor.

			Asimismo, se produce una transformación en la noción clásica subjetiva de servicio público que se abandona para dejar paso al servicio universal y a las obligaciones de servicio público o public utilities. También tiene lugar la transformación de otras técnicas, tales como la sustitución de la concesión por la autorización o títulos habilitantes en sectores que antes eran de la exclusiva titularidad de la Administración.

			Este proceso privatizador concita múltiples problemas, como son los límites constitucionales de esta operación de liberalización (Administraciones de prestación constitucionalmente obligatorias: Seguridad Social, art. 42 CE; centros públicos educativos, art. 27.5 CE, y medios públicos de comunicación, art. 20.3 CE), su control y si ello supone contradicción o crisis con la cláusula del Estado social; el lugar del servicio público y su relación con la noción comunitaria de servicios de interés económico general. Lo que sí es indubitado es que el Estado social es incompatible con la liberalización si por ésta se entiende la ausencia de una actividad reguladora del Estado que garantice el interés general y el ejercicio y disfrute efectivo de los derechos fundamentales. Cabalmente, se trata de un nuevo tipo de intervención reguladora del Estado (MUÑOZ MACHADO).

			En definitiva, hay consenso en afirmar que la liberalización es incompatible con un Estado que no garantice, no asegure, el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales (éste es un límite infranqueable). A ello se añade que también es un límite para la liberalización el ejercicio de las potestades públicas exorbitantes o funciones de autoridad o de soberanía.

			D) La desregulación


			De manera concomitante con la privatización, se entiende por desregulación todo proceso que implica suprimir las normas que dirigen y controlan una actividad económica para posibilitar el funcionamiento de la libre competencia y, en consecuencia, la regulación de la actividad por el mercado. La desregulación desempeña un papel fundamental en la remoción de las barreras a la entrada en el mercado, dado que la desregulación tiende a eliminar las trabas que impiden o dificultan la competencia.

			La desregulación postula la eliminación de todas las normas prolijas y confusas y su sustitución por reglas claras y de aplicación en ámbitos territoriales lo más amplios posibles. Por tanto, promueve una simplificación administrativa de trámites para el establecimiento y operación de empresas, así como la revisión y mejora del marco normativo.

			En este sentido puede citarse como precursor el Informe Bangemann «Europa y la sociedad global de la información» (Bruselas, 26 de mayo de 1994) en el que se propugna que «todas las Administraciones son responsables de garantizar que el clima normativo apoye la innovación y la constitución y el desarrollo de pequeñas empresas… sólo deberían promulgarse normas cuando sea evidente que los beneficios, incluidos los de carácter social y medioambiental, son superiores a los costes».

			También puede citarse la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, que aborda la mejora del entorno económico a través de la mejora de la calidad de la regulación. En esta misma dirección puede mencionarse la creación por Acuerdo del Consejo de Ministros de 26 de octubre de 2012 de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA) compuesta por cuatro subcomisiones, una de las cuales, la Subcomisión de Simplificación administrativa, tiene por objeto revisar las trabas burocráticas que dificultan la tramitación de los procedimientos administrativos, con el fin de conseguir una mayor simplificación que redunde en beneficio de los ciudadanos. En particular, los procedimientos cuya finalidad requiere, para ser efectiva, la participación de otras Administraciones Públicas, como la creación de empresas.

			3. LA REGULACIÓN


			El término regulación es del todo equívoco, pues en una primera acepción se emplea para referirse, sin ulteriores precisiones técnico-jurídicas, a la intervención administrativa sobre el mercado. Mientras que en nuestra cultura jurídica ha venido a designar exclusivamente el ejercicio de la potestad normativa, en el mundo anglosajón de donde es oriundo, no sólo se va a referir a la emanación de normas, sino también a actos administrativos judiciales y parajudiciales.

			No debe desdeñarse la posibilidad de que el término regulación deje de ser una mera expresión descriptiva (como lo es el mucho más neutro de intervención estatal en la economía), o incluso una técnica de sistematización de todas las formas de actuación administrativa, como ha propuesto brillantemente MUÑOZ MACHADO. Señala este autor que la regulación puede utilizarse en sentido estricto, refiriéndose exclusivamente a las relaciones del Estado con la Economía, o en un sentido más amplio que abarque toda la actividad estatal que incide mediante instrumentos jurídicos en los procesos sociales, a efectos de conseguir una finalidad específica de ordenación de los mismos, y comprende la potestad de regulación normativa y no normativa.

			La privatización de actividades económicas de interés general y su sometimiento a los principios de libre competencia ha supuesto un cambio radical de modelo. El Estado cambia de ser prestador y asegurador directo del funcionamiento y calidad de los servicios a la condición de garante, vigilante del comportamiento de los mercados para que los operadores respeten la competencia y cumplan las misiones de servicio público que se les confía. En este momento se elevó la importancia de la función de regulación, entendida no como el poder de dictar normas, sino de utilizar todos los instrumentos, normativos y ejecutivos, precisos para orientar el funcionamiento de los mercados hacia la competencia e imponer obligaciones de servicio público a los operadores para que su natural afán de beneficio fuera compatible con las exigencias del interés general.

			Como puede observarse, la regulación está íntimamente imbricada con los procesos de liberalización impuestos por el Derecho europeo a los que nos hemos referido más arriba y que han provocado la neta separación de la actividad de regulación de la de gestión o prestación. Por lo demás, aparecen dos frentes claramente diferenciados de la regulación: de una parte, la regulación de los riesgos fundamentalmente de carácter tecnológico, que provienen de la ciencia y de la técnica y que exige la intervención de expertos, y de otra parte, la regulación económica y de los servicios de interés general. A su vez, la regulación así entendida tiene una manifestación en lo organizativo que son las denominadas Agencias o administraciones independientes. Así, por ejemplo, en el ámbito económico la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o la Comisión Nacional del Mercado de Valores y, en materia de riesgos, podemos citar el Consejo de Seguridad Nuclear y la Agencia Española de Seguridad Alimentaria.

			II. LA CONSTITUCIÓN ECONÓMICA

			En su formulación inicial es un concepto exclusivamente económico, sin conexión alguna con el mundo del Derecho. Se refiere simplemente a los principios y reglas fundamentales por los que se rige el sistema económico en el siglo XIX. Sin embargo, fue la Constitución de Weimar de 1919 la que, rompiendo con la tradición de los textos constitucionales precedentes, asumió junto con la sanción y garantía de derechos individuales de carácter político, el reconocimiento de los derechos sociales y económicos. Juridificado ya el término, la constitución económica se integra y forma parte de la constitución política y pasa a regular el marco y principios jurídicos que ordenan y regulan el funcionamiento de la actividad económica.

			El concepto de constitución económica es empleado por primera vez por el Tribunal Constitucional (TC) en el voto particular que formulara el magistrado DÍEZ PICAZO A la sentencia 37/1981 y en el que con base en el artículo 38 CE se afirmaba «se ha tratado y trata de introducir, al menos parcialmente, lo que se ha llamado una constitución económica», definiéndola como «el marco jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la actividad económica». Este concepto y definición sería asumido por el TC en su sentencia 1/1982, la cual va a añadir que junto a las normas destinadas a proporcionar este marco se configuran «unos principios básicos de orden económico», así como «una serie de objetivos igualmente de carácter económico». En efecto, en la sentencia 1/1982, de 28 de enero, el TC afirma que:

			En la Constitución Española de 1978, a diferencia de lo que solía ocurrir con las Constituciones liberales del siglo XIX y de forma semejante a lo que sucede en las más recientes Constituciones europeas, existen varias normas destinadas a proporcionar el marco jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la actividad económica; el conjunto de todas ellas compone lo que suele denominarse la constitución económica o constitución económica formal. Ese marco implica la existencia de unos principios básicos del orden económico que han de aplicarse con carácter unitario, unicidad que está reiteradamente exigida por la Constitución, cuyo Preámbulo garantiza la existencia de «un orden económico y social justo», y cuyo artículo 2 establece un principio de unidad que se proyecta en la esfera económica por medio de diversos preceptos constitucionales, tales como el 128 entendido en su totalidad, el 131.1, el 139.2 y el 138.2, entre otros. Por otra parte, la Constitución fija una serie de objetivos de carácter económico cuya consecución exige la adopción de medidas de política económica aplicables con carácter general a todo el territorio nacional (arts. 40.1, 130.1, 131.1, 138.1) (en el mismo sentido las SSTC 91/1984; 88/1986; 64/1990, de 5 de abril; 186/1988).

			Así pues, nuestra constitución económica está formada por derechos y libertades económicas de carácter individual: propiedad privada (art. 33 CE), libertad de empresa (art. 38 CE) y libre elección de profesión y oficio (art. 35 CE); y poderes de intervención de los poderes públicos sobre la economía: iniciativa pública económica, reserva de recursos y servicios esenciales, intervención de empresas (art. 128.2 CE) y planificación económica (art. 131 CE).

			Asimismo, la constitución económica fija como objetivos de un orden económico y social justo: la promoción de la libertad e igualdad reales y efectivas (art. 9.2 CE), la promoción de las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica (art. 40 CE); una política orientada al pleno empleo; la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles (art. 130); y atender a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial, y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa distribución (art. 131 CE). Y todo ello en el marco de un Estado social y democrático de derecho.

			Por último, es importante subrayar que la constitución económica no ordena sólo la acción de los poderes públicos y sus relaciones con los ciudadanos, sino que también ordena la actividad inter privatos.

			III. LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN MATERIA ECONÓMICA. EL PRINCIPIO DE UNIDAD DE MERCADO

			1. LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN MATERIA ECONÓMICA


			Como ya se ha señalado, el TC desde su sentencia 1/1982 ha declarado que la unidad es presupuesto necesario para que el reparto de competencias entre el Estado y las CCAA no conduzcan a resultados disfuncionales o disgregadores. Por ello señala el TC que la CE retiene en poder del Estado, como competencias exclusivas, competencias que atañen a distintos aspectos del orden económico y su unidad, como ocurre por ejemplo con el régimen aduanero y arancelario; el comercio exterior (art. 149.1.10.ª CE), el sistema monetario (art. 149.1.11.ª CE), y en otros supuestos, se atribuye al Estado la competencia para fijar las bases sobre la materia, como por ejemplo las «Bases del régimen energético y minero» (art. 149.1.25.ª CE).

			De igual modo, el TC desde las primeras sentencias identificó como una manifestación de la constitución económica en el ámbito territorial una actuación estatal a través de medidas económicas aplicables a todo el territorio nacional para la realización de determinados objetivos económicos fijados en la CE. El fundamento lo constituye el artículo 149.1.13.ª CE que vamos a analizar.

			A) Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica: el artículo 149.1.13.ª CE


			La competencia estatal proclamada en el artículo 149.1.13.ª CE sobre las «bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica» constituye uno de esos títulos horizontales o transversales cuya interpretación expansiva por el TC está en el origen de la reinterpretación del concepto de lo básico iniciada por el Estatuto catalán reformado por LO 6/2006, de 19 de julio. Por su parte, el artículo 148.1.13.ª CE atribuye a las CCAA la competencia sobre «El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica nacional».

			La jurisprudencia del TC ha utilizado indistintamente el concepto de planificación como el de la ordenación económica para referirse al artículo 149.1.13.ª CE cuya amplitud ha dado lugar a un título de gran potencialidad penetradora de las competencias autonómicas. La vía seguida por el TC ha ido en dirección de una interpretación extensiva consagrando a favor del Estado un poder de ordenación y dirección económica en todos y cada uno de los sectores económicos que ha relativizado el carácter en principio exclusivo de las competencias autonómicas sectoriales. Y ello ha tenido lugar a través de varias líneas interpretativas: de una parte, y desde un punto de vista material, entendiendo que la «planificación general de la actividad económica» comprende líneas, directrices y criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, acciones o medidas singulares, a veces coyunturales, necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector (STC 128/1999, de 1 de julio), incluso actuaciones ejecutivas directa o indirectamente dirigidas a la consecución de un objetivo de política económica. En definitiva, medidas que poco tienen que ver con la caracterización técnica que de los planes ha realizado la doctrina (especificación de objetivos, tiempo para su consecución, medios jurídicos y materiales y sobre todo reserva de ley).

			Desde un punto de vista funcional, llevando a cabo una interpretación generosa de las potestades atribuidas en el artículo 149.1.13.ª CE, en particular «las bases», de suerte que ha admitido con normalidad lo que la propia jurisprudencia del TC ha calificado de excepcional: el complemento reglamentario y ejecutivo basado en ciertas especialidades de las bases estatales en materia económica. Por último, el TC ha consagrado una interpretación divergente de los artículos 131 y 149.1.13.ª CE, es decir «de la actividad económica general» del artículo 131.1 CE frente a la «planificación general de la actividad económica» del artículo 149.1.13.ª CE, entendiendo el artículo 131 como planificación de todos los sectores económicos en todo el territorio del Estado, lo que conlleva sin duda una consecuencia claramente reductora de las competencias autonómicas en materia económica.

			Mucho antes del inicio de las reformas estatutarias que han dado lugar a los Estatutos de Autonomía de última generación, la doctrina había defendido una interpretación del artículo 149.1.13.ª CE más acorde con la Constitución y respetuosa con las competencias autonómicas. Ello pasa por propugnar una interpretación conjunta de los artículos 131.1 y 149.1.13.ª CE y entender que los planes cuya aprobación requieren ley y un proceso de participación de las CCAA además de los agentes sociales (art. 131 CE) no sólo se refieren a los planes globales, como ha entendido la doctrina del TC, es decir, comprensivos de todos los sectores económicos a un tiempo y con vigencia en todo el Estado, sino también comprensivos de los planes sectoriales. Pues las diferencias entre el artículo 131 y el 149.1.13.ª CE no son más que puramente gramaticales o de estilo, por lo que parece a todas luces excesivo sacar de esas diferencias las consecuencias que ha extraído el TC. Por lo demás, esta interpretación consagrada por el TC ha condenado al desuso la potestad de planificación económica del artículo 131 CE. Cabalmente, extender el procedimiento de elaboración de la planificación económica consagrado en el artículo 131 CE al artículo 149.1.13.ª CE supone garantizar la necesaria participación autonómica en decisiones que inciden en materias de su competencia.

			Sin embargo, el intento de redefinición de las competencias estatales sobre las «bases» llevada a cabo por el artículo 111 de la LO 6/2006, de 19 de julio, de Reforma del Estatuto de Autonomía para Cataluña (EAC), ha sido abortado por el TC. El precepto disponía: «en el marco de las bases que fije el Estado como principios o mínimo común normativo en normas con rango de ley, excepto en los supuestos que se determinen de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto. En el ejercicio de estas competencias, la Generalitat puede establecer políticas propias. El Parlamento debe desarrollar y concretar a través de una ley aquellas previsiones básicas».

			El inciso «como principios o mínimo común normativo en normas con rango de ley, excepto en los supuestos que se determinen de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto» ha sido declarado inconstitucional y nulo por la STC 31/2010, de 28 de junio, afirmando el Alto Tribunal que las reduce (las bases) a los principios o mínimo común normativo «fijados por el Estado “en normas con rango de Ley”, cuando es lo cierto que, conforme a nuestra jurisprudencia, siendo aquél el contenido que mejor se acomoda a la función estructural y homogeneizadora de las bases y ésta la forma normativa que, por razones de estabilidad y certeza, le resulta más adecuada» (por todas la sentencia 69/1988, de 19 de abril), no lo es menos que también es posible predicar el carácter básico de normas reglamentarias y de actos de ejecución del Estado (STC 235/1999, de 16 de diciembre).

			B) El principio de unidad de mercado. La Ley de Garantía de la unidad de mercado


			El principio de unidad de mercado constituye una manifestación en lo económico de la unidad a que se refiere el artículo 2 CE, contrapunto del principio de autonomía que el mismo precepto reconoce y garantiza. Principio centrípeto establecido en los artículos 139.2 y 157.2 CE que ordena un espacio económico único no fraccionado a semejanza del espacio económico común establecido en la Unión Europea.

			El artículo 139.2 CE dispone:

			Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

			Por su parte, el artículo 157.2 CE ordena:

			Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

			Del principio de unidad de mercado es garante el Estado con el fin de impedir que el ejercicio de competencias autonómicas en el orden económico conduzca a resultados disfuncionales o disgregadores (SSTC 88/1986, de 1 de julio; 96/1984, de 19 de octubre; 225/1993, de 8 de julio; 108/2014, de 26 de junio, entre otras). Ciertamente que la autonomía garantizada constitucionalmente no es soberanía —atributo exclusivo del Estado—, pues hace referencia a un poder jurídico limitado. Empero, unidad no es uniformidad, lo que implicaría desconocer la autonomía constitucionalmente reconocida. Si el Estado que configura nuestra CE tiene una estructura plural desde el punto de vista de la organización territorial, el presupuesto de un único orden económico y de un mercado nacional no excluye la diversidad jurídica que resulte del ejercicio por los órganos autonómicos de competencias normativas sobre un sector económico, cuando éstas han sido asumidas en el Estatuto de Autonomía, como sucede por ejemplo en materia de comercio interior. Para enjuiciar la legitimidad constitucional de la divergencia normativa autonómica habrá que analizar si constituye una medida que directa o indirectamente obstaculiza la libre circulación, dado que no se prohíben las medidas normativas o no normativas que simplemente incidan en dicha libertad (art. 1392 CE). Hay que valorar si dicha normativa resulta proporcional al fin u objeto constitucionalmente legítimo que se persigue, de manera que las diferencias y peculiaridades previstas resulten justificadas por su fin; y, por último, que quede en todo caso salvaguardada la igualdad básica de todos los españoles que proclaman los artículos 139.1 CE «Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado» y 149.1.1.ª CE al reconocer la competencia exclusiva del Estado para «La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales».

			Sin embargo, una de las críticas más reiteradas al funcionamiento del Estado de las autonomías es la que incide en que ha traído consigo la ruptura de la unidad de mercado, que tiene su origen en las protestas de algunos operadores económicos que, al desarrollar su actividad, se encuentran con más reguladores y poderes de decisión de los que existían en el Estado centralista. Hay más requisitos que cumplir y, sobre todo, más normas a tener en cuenta. Pero ello no comporta siempre y necesariamente que el mercado estatal esté rebosando de estorbos, ni que se hayan constituido espacios económicos en los que la competencia entre empresas y sus relaciones con los poderes públicos tengan características muy diferenciadas.

			No obstante, la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la unidad de mercado, ha asumido la reclamación y la ha dado por buena. Asegura su Preámbulo que «la fragmentación subsiste en el mercado español», y de tan grave punto de partida arranca para argumentar sobre «la necesidad de eliminar este coste». Sostiene el Preámbulo de la nueva Ley que «esta fragmentación del mercado nacional dificulta la competencia efectiva e impide aprovechar las economías de escala que ofrece operar en un mercado de mayores dimensiones, lo que desincentiva la inversión y, en definitiva, reduce la productividad, la competitividad, el crecimiento económico y el empleo, con el importante coste económico que supone en términos de prosperidad, empleo y bienestar de los ciudadanos». Finalmente concluye a este propósito la Exposición de Motivos de la Ley: «Esta reforma constituye un elemento central del objetivo del establecimiento de un entorno económico y regulatorio que favorezca el emprendimiento, la expansión empresarial, la actividad económica y la inversión, en beneficio de los destinatarios de bienes y servicios, operadores económicos y de los consumidores y usuarios».

			El esquema regulatorio de la Ley se apoya en cuatro ideas fundamentales: primera, la ampliación de los supuestos en que el control administrativo de las actividades privadas de carácter económico no podrá ser preventivo ni podrá apoyarse, por tanto, en autorizaciones o licencias. Segunda, la extensión de la eficacia de los actos administrativos, o de las comunicaciones dirigidas a una concreta autoridad, a todo el territorio nacional, aun en el supuesto de que las decisiones provengan de entidades infraestatales. Este principio choca con el principio de territorialidad de las normas locales y autonómicas. Tercera, el fomento de la cooperación interadministrativa al servicio del cumplimiento de la Ley. Y cuarta, la introducción de un conjunto de garantías administrativas y jurisdiccionales para combatir la actuación de los poderes públicos que se estime contraria a las libertades de establecimiento o circulación: el nuevo proceso contencioso-administrativo en defensa de la unidad de mercado que copia el modelo del procedimiento para la protección de derechos fundamentales, o también resulta polémica la regulación del nuevo procedimiento administrativo en defensa de la unidad de mercado, cuya articulación técnica quizá no resulte del todo adecuada.
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